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DERECHO DE PETICIÓN / CORRECCIÓN DE LA HISTORIA LABORAL / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “De conformidad con lo referido por Colpensiones en el escrito de impugnación, esa entidad a través del oficio BZ 2016_14194794 del 6 de diciembre de 2016 (folio 36) dio respuesta al requerimiento del actor. Sin embargo, al dar lectura al escrito que presuntamente Colpensiones remitió a la dirección que figura dentro del trámite de tutela, esta Sala puede inferir que la entidad demandada emitió un pronunciamiento parcial sobre las pretensiones del señor Ríos Arango, ya que en ese escrito únicamente se hizo alusión sobre lo relativo a la corrección de la historia laboral, sin que se resolviera de fondo lo atinente al reconocimiento de la indemnización sustitutiva de vejez. Así las cosas, esta Colegiatura considera que corresponde a Colpensiones emitir una respuesta de fondo referente a la solicitud de del reconocimiento de la prestación aludida a favor del señor Octaviano de Jesús Ríos Arango, habida cuenta que ya transcurrió el término de los 60 días hábiles que adujo la entidad contaba para realizar los trámites administrativos respectivos, además, por cuanto COLPENSIONES  tiene la obligación de brindar respuestas completas y oportunas a las solicitudes que formulen los afiliados para obtener información acerca de su historia laboral, actualizarla o corregirla, tal como lo indicó la Corte Constitucional en la Sentencia T-079 de 2016, (…)”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, catorce (14) de febrero de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0120
Hora: 3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada la Gerente Nacional de Defensa Judicial asignada temporalmente en el cargo de Vicepresidente Jurídica y Secretaria General de Colpensiones, en contra del fallo proferido el 9 de diciembre de 2017 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el apoderado judicial del señor Octaviano de Jesús Ríos Arango en contra de ese fondo de pensiones.
2. ANTECEDENTES
2.1. El apoderado judicial del señor Octaviano de Jesús Ríos Arango, informó que el 30 de junio de 2016 fue radicada una solicitud de indemnización sustitutiva de vejez ante Colpensiones, la cual quedó radicada con el No.2016-487966.
La entidad tutelada mediante un oficio informó que el requerimiento sería resuelto en el término de 60 días; sin embargo, a la fecha de interposición de la acción de tutela, ese fondo no ha emitido respuesta alguna, por lo que considera que se está viendo vulnerado el derecho fundamental del actor. 
Por lo anterior, solicitó el amparo de sus derechos constitucionales al derecho de petición y al debido proceso, y se ordenara a Colpensiones realizar los trámites tendientes a resolver al actor su pedimento en aras de corregir su historia laboral y realizar el reconocimiento de la indemnización sustitutiva de vejez. 

Anexó poder especial y copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía; ii) oficio BZ2016-7487966-1621421 expedido por Colpensiones; iii) derecho de petición del 30 de junio de 2016 e iv) historia laboral. (Fls. 7-15) 
2.2 El juzgado de conocimiento corrió traslado de la demanda a Colpensiones, pero ésta no se pronunció al respecto. 
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 9 de diciembre de 2016,  el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira tuteló el derecho fundamental de petición al señor Octaviano de Jesús Ríos Arango y como consecuencia de ello, ordenó a Colpensiones que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación del fallo, procediera a responder de fondo, de manera clara y precisa la solicitud elevada el 30 de junio de 2016 por parte del actor. (Fls. 23-25) 
Colpensiones fue notificada de la sentencia mediante correo electrónico del 12 de diciembre de 2016 (folio 27)

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 14 de diciembre de 2016, la Vicepresidente Jurídica y Secretaria General de Colpensiones informó que mediante el oficio del 6 de diciembre de 2016 se había dado respuesta de fondo a la solicitud del accionante, la cual fue enviada con la guía de mensajería Nro. GN24830424. Por lo tanto solicitó que se declarara la carencia de objeto por hecho superado. (Fls. 32-35).  

Adjuntó copia del oficio mencionado y de la guía de mensajería (Fl. 36).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación establecer si la decisión adoptada por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, mediante el cual concede el amparo del derecho fundamental al derecho de petición, invocados por el abogado Juan Gabriel Ramírez Quintero a favor de su mandante, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo lo argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3.2. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.4. Ahora bien la jurisprudencia de la Corte Constitucional con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;
“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”
.

Así las cosas, es claro que cuando a la entidad encargada de pensiones se le solicita el reconocimiento de dicha prestación, ella tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y en todo caso seis meses para tomar las medidas necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. Es clara la jurisprudencia al establecer que el desconocimiento de dichos términos, no sólo acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna; por lo cual a partir de ese entonces, se vuelve procedente el amparo constitucional
.  

En conclusión, en virtud de artículo 23 Superior, las personas tienen el derecho de presentar peticiones respetuosas a la administración y a recibir una respuesta que llene los requisitos planteados por la jurisprudencia en la materia. Dicho derecho cobija las solicitudes que se hagan en materia pensional, frente a las cuales la entidad tiene cuatro meses para dar una respuesta de fondo. Cuando dicho plazo se incumple, no sólo se vulnera el derecho de petición, sino que también se ponen en riesgo los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, frente a lo cual debe entrar el juez constitucional a proteger a la persona.”  (Subrayas propias)

6.4.1. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 
“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1. El apoderado judicial del señor Octaviano de Jesús Ríos Arango acudió a la acción de tutela con el fin de que se le proteja su derecho fundamental de petición, el que consideró vulnerado por la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en atención a que esa entidad no había resuelto su petición de corrección de historia laboral y de reconocimiento de la indemnización sustitutiva de vejez radicada en esa entidad el 30 de junio de 2016. 

6.5.2.  Dentro de las pruebas aportadas con el escrito de la demanda de tutela, se observa que efectivamente el 30 de junio de 2016, el tutelante solicitó ante Colpensiones, que i) “…se incorporen los períodos de cotizaciones entre el 30/04/1976 y el 25/02/1982…”; y que ii) “…posterior a la corrección de la historia laboral se reconozca y pague del señor Octaviano de Jesús Ríos Arango la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez…”. 
6.5.3 De conformidad con lo referido por Colpensiones en el escrito de impugnación, esa entidad a través del oficio BZ 2016_14194794 del 6 de diciembre de 2016 (folio 36) dio respuesta al requerimiento del actor. Sin embargo, al dar lectura al escrito que presuntamente Colpensiones remitió a la dirección que figura dentro del trámite de tutela, esta Sala puede inferir que la entidad demandada emitió un pronunciamiento parcial sobre las pretensiones del señor Ríos Arango, ya que en ese escrito únicamente se hizo alusión sobre lo relativo a la corrección de la historia laboral, sin que se resolviera de fondo lo atinente al reconocimiento de la indemnización sustitutiva de vejez.  
6.5.4 Así las cosas, esta Colegiatura considera que corresponde a Colpensiones emitir una respuesta de fondo referente a la solicitud de del reconocimiento de la prestación aludida a favor del señor Octaviano de Jesús Ríos Arango, habida cuenta que ya transcurrió el término de los 60 días hábiles que adujo la entidad contaba para realizar los trámites administrativos respectivos, además, por cuanto COLPENSIONES  tiene la obligación de brindar respuestas completas y oportunas a las solicitudes que formulen los afiliados para obtener información acerca de su historia laboral, actualizarla o corregirla, tal como lo indicó la Corte Constitucional en la Sentencia T-079 de 2016, cuando se refirió de la siguiente manera:
“El deber de brindar respuestas oportunas y completas a las solicitudes de información, corrección o actualización de la historia laboral que formulen los afiliados al Sistema General de Pensiones.
 
27. En su condición de responsables del tratamiento de datos personales, Colpensiones y las administradoras de los fondos de privados de pensiones deben asegurar el manejo transparente de la información consignada en las historias laborales y la veracidad y completitud de la misma. Esto supone, entre otras cosas, que los afiliados tengan la posibilidad de acceder fácilmente a tal información, para contrastarla y solicitar su corrección o actualización, si lo consideran necesario.
(…) 29. El Auto 320 de 2013, en concreto, precisó que la contestación de las solicitudes prestacionales en condiciones de calidad comprende dos obligaciones: la de “garantizar que antes de resolver sobre la respectiva petición, el expediente prestacional, y en particular la historia laboral del afiliado, cuente con información completa y actualizada” y la de “asegurar que la respuesta a las peticiones sea motivada, eficaz, de fondo y congruente con lo pedido”.[46]
Tal precisión se efectuó en el contexto de las deficiencias que, de conformidad con lo expuesto por los órganos de control convocados al trámite de seguimiento, se estaban presentando en los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones económicas proferidos por Colpensiones[47]. En vista de la persistencia de esas dificultades, la Sala le ordenó a la entidad, a través del Auto 130 de 2014, adoptar una serie de medidas concretas encaminadas a asegurar la armonización de sus bases de datos, la inclusión de periodos de cotizaciones efectivamente aportados por sus afiliados y la completa valoración de los medios probatorios relevantes para la definición de los derechos pensionales en disputa. (…)”
6.5.5 Como consecuencia de lo anterior, se confirmará la sentencia emitida por el Juez 6º Penal del Circuito de Pereira.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 9 de diciembre de 2016 por el Juzgado Sexto Penal de Pereira, dentro de la acción de tutela presentada por el apoderado judicial del señor Octaviano de Jesús Ríos Arango. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 
Secretario
� SU- 975 de 2003. 


� T-1128 de 2008.
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